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JUZGADO SESENTA Y CUATRO (64) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
-SECCIÓN TERCERA-
	INTERNO:
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	O-0084

REPARACIÓN DIRECTA  

	RADICACIÓN No.:
	110013336-714-2014-00107-00

	DEMANDANTE:
	ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA Y OTROS 

	DEMANDADO:
	NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL




Bogotá D.C., diecinueve (19) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

Cumplido con lo ordenado en los artículos 179, 180 y 182 de la Ley 1437 de 2011, el Despacho procederá a dictar sentencia, dentro de la demandada de REPARACIÓN DIRECTA, promovida por ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ, OSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ, WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA , ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA, SANDRA VILLALOBOS GARCÍA,  OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y NELLY VILLALOBOS GARCÍA contra la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, con de conformidad con los fundamentos que a continuación se pasa a exponer:
I. ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA:

Por conducto de apoderado judicial, y en ejercicio del medio de control de REPARACIÓN DIRECTA, los señores ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA (víctima), SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ (madre), OSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ (padre), WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA (hermano), ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA (hermana), SANDRA VILLALOBOS GARCÍA (hermana),  OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA (hermano) y NELLY VILLALOBOS GARCÍA (hermana), demandaron a la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL por la acción u omisión que produjeron daños y perjuicios tanto materiales y/o patrimoniales como extrapatrimoniales (daños morales subjetivos) y la vulneración de derecho fundamentales que se ocasionaron con las lesiones personales y la tortura física y psicológica por parte de miembros de la Policía Nacional en abuso de su autoridad en hechos ocurridos el día 20 de abril de 2012 en la ciudad de Bogotá.
2. HECHOS.

De acuerdo con la fijación del litigio realizada en audiencia inicial celebrada el día 20 de abril de 2016 y el material probatorio aportado al expediente, se encuentran probados los siguientes hechos relevantes:

2.1. El joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA para la fecha de los hechos tenía la edad de 21 años y cursaba el grado 10º; el día 20 de abril de 2012, mientras se encontraba estudiando en el Centro Educativo Miguel de Cervantes Saavedra y después de sufrir un quebranto de salud (alteración nerviosa), fue trasladado a una patrulla de la Policía Nacional, al C.A.I de Santa Marta adscrito a la Estación de Usme de la ciudad de Bogotá, por solicitud de la coordinación del Centro Educativo. 

2.2. Que al cabo de unos minutos y luego de ser introducido en la patrulla policial, el joven comenzó a ser golpeado por parte de los uniformados, quienes le pisaban las manos, lo insultaban y amenazaban con continuar la golpiza en el C.A.I. 

2.3. Una vez ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA ingresa al C.A.I de Santa Marta es esposado con las manos hacia arriba junto a una reja, puesto en completo estado de indefensión y golpeado brutalmente con un bolillo por parte del Subintendente Nelson Francisco Sambrano Pinto y la Agente de la Policía Leidy Esperanza Zambrano Páez, quienes lo golpean con elemento contundente en piernas, brazos, espalda y cabeza; lo insultan y la agente lo amenaza con un arma de fuego diciéndole “que lo va a matar”. La golpiza dura varias horas frente a la indiferencia del resto de uniformados del C.A.I. 

2.4. Es de resaltar que el señor OSCAR VILLALOBOS CRUZ padre de ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA se acera al C.A.I de Santa Marta a preguntar por su hijo, tan pronto el joven escucha la voz de su padre comienza a gritar con la esperanza de que alguien lo escuche, pero la agente de la policía Leidy Esperanza Zambrano Páez lo golpea con el arma en la cabeza y el joven pierde la conciencia. 
2.5. Durante el tiempo en que ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA permanece en el C.A.I de Santa Marta recibe golpes en todas las partes de su cuerpo, especialmente en la cabeza, las piernas, y sus órganos sexuales, es golpeado con varios elementos contundentes entre ellos los bolillos de los agentes de la policía, las armas y algunas tablas que se encontraban en la estación. Todo esto se encuentra probado dentro de la investigación disciplinaria que terminó con la destitución de los uniformados y la investigación penal que se adelantó. 

2.6. Luego de varias horas de agresiones y una vez el joven es entregado a sus familiares, este le muestra los hematomas y los rastros de la tortura a la que fue sometido.

2.7. Indicó que después de pasar por la sede principal de Medicina Legal, el C.A.M.I
 de Santa Librada y el Complejo Judicial de Paloquemao, sólo hasta el otro día el joven es valorado por Medicina Legal de Kennedy a eso de las 10 a.m y le dan una incapacidad de 25 días. 

2.8. Refirió que estos hechos fueron denunciados por el señor Oscar Eduardo Villalobos Cruz padre de la víctima, el día 26 de abril de 2012 ante la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Policía y posteriormente ante las fiscalías de instrucción Penal Militar, y que una vez se producen las denuncias la familia es hostigada, constreñida, y hasta intenta un soborno para que se retire la denuncia. 

2.9. Tales fueron las secuelas que dejaron las lesiones personales y la tortura en la humanidad de ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, que hoy por hoy, el joven no es ni la sombra de la persona que era antes que se produjera el perjuicio, Andrés a su 23 años, padece problemas psiquiátricos producto de la esquizofrenia y un estado de conmoción pos-traumático como consecuencia de la tortura y los golpes en la cabeza de los que fue víctima, al punto de tener que permanecer sedado para controlar sus ataques de agresividad.

2.10. Como consecuencia de las secuelas que dejó la tortura y el ataque en su integridad física, en su lado como física como mental, ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA dejó de estudiar y de ser una persona productiva tanto para su familia como para la sociedad. No puede trabajar ni mucho menos relacionarse con los demás por su condición mental.     

2.11. Ahora bien, respecto a la investigación disciplinaria indicó que posterior a la denuncia instaurada por el señor Oscar Eduardo Villalobos Cruz, padre de la víctima, se da inicio a la investigación preliminar                   No. P-COPES-2012-48 dentro de la investigación disciplinaria seguida bajo el radicado No. RESBO 2012-21, mediante auto de apertura del día 26 de abril de 2012, y se ordena la práctica de pruebas; seguidamente se da apertura a la investigación y se establece la plena identidad de los miembros de la policía, se vincula a la investigación al Subteniente NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO y la agente de la policía LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ, como posibles autores materiales de la infracción disciplinaria representada en el abuso de autoridad y el uso desproporcionado de la fuerza y las armas que terminaron con las lesiones personales en la humanidad de Andrés Eduardo Villalobos García en hechos ocurridos el día 20 de abril de 2012. 

2.12. Posteriormente en el pliego de cargos se le imputa fallas disciplinarias gravísimas de conformidad con el régimen disciplinario de la Policía Nacional, por las conductas de daño a la integridad física, exceso en el uso de las armas, de la fuerza y demás medios coercitivos. 
2.13. El 25 de julio de 2013 se profirió fallo de primera instancia dentro del cual se resolvió responsabilizar disciplinariamente al señor Subintendente Nelson Francisco Zambrano Pinto y le impuso sanción de destitución e inhabilidad general ejercer cargos públicos por el término de 14 años, y en el mismo sentido dispuso responsabilizar disciplinariamente a la señora Agente Leidy Esperanza Zambrano Páez y le impuso como sanción la destitución e inhabilidad general para ejercer cargos públicos por el termino de 14 años. 

2.14. Finalmente indicó que actualmente cursa investigación penal ante la jurisdicción penal militar bajo el radicado S 740, a cargo del juzgado 143 de Instrucción Penal Militar.    

3. PRETENSIONES.

Con fundamento en los hechos expuestos, fueron formuladas las siguientes pretensiones:

“PRIMERA: Declárese a La Nación Colombiana - Ministerio de Defensa – Policía Nacional, responsables administrativa y solidariamente de todos los daños y perjuicios tanto materiales y/o patrimoniales, como extra patrimoniales (perjuicios o daños morales subjetivos y vulneración a sus derechos fundamentales a La Vida; Integridad física, La Honra; Dignidad Humana), ocasionados a: ÓSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ, quien actúa en nombre propio y en representación de su menor hijo WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ, ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA, ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, SANDRA VILLALOBOS GARCÍA, OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y NELLY VILLALOBOS GARCÍA, por la falla en el servicio ocasionada con las lesiones personales y la tortura física y psicológica de la que fue víctima el joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA por parte de miembros de la POLICÍA NACIONAL, en abuso de su autoridad, bajo el exceso en el uso de las armas y de la fuerza, en hechos ocurridos el día  20 de abril de 2012 en la ciudad de Bogotá – Cundinamarca. 

SEGUNDA: Como consecuencia de la declaración anterior, condénese a la Nación Colombiana – Ministerio de Defensa – Policía Nacional a reconocerle el pago correspondiente a cada uno de los demandantes por concepto de daños y perjuicios morales subjetivados y objetivados causados por las lesiones personales y la tortura física y psicológica, ocasionadas al joven ANDRÉS ADUARDO VILLALOBOS GARCÍA, bajo la responsabilidad de miembros de la Policía Nacional, en la cuantía de 100 S. M. M. L. V.,  es decir a: 

Víctima directa: 

- ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 100 S. M. M. L. V. 
Padres:

- ÓSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ, la suma de 100 S. M. M. L. V.
- SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ, la suma de 100 S. M. M. L. V.
Hermanos: 

- ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 100 S. M. M. L. V.
- SANDRA VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 100 S. M. M. L. V.
- OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 100 S. M. M. L. V.
- NELLY VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 100 S. M. M. L. V.
- WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 100 S. M. M. L. V.
PARA UN TOTAL POR PERJUICIO MORAL SUBJETIVO  DE 800 S.M.M.L.V.

Para el año 2014 el salario mínimo equivale a la suma de SEICIENTOS DIECISÉIS MIL PESOS ($616.000) por lo tanto el pago de la reparación correspondiente al presente año es de: CUATROCIENTOS NOVENTA Y DOS MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS ($492.800.000)
La liquidación del perjuicio moral se hará con base en el salario mínimo mensual legal vigente al momento de ejecutoria de la sentencia.

TERCERA: Como consecuencia de la declaración de responsabilidad ya establecida en el fallo del 26 de junio del 2012, condénese a La Nación Colombiana- Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional ha pagarle a los demandantes por concepto de daños o perjuicios materiales y/o patrimoniales los que se demuestren en el curso del proceso. La condena de los perjuicios materiales se hará en la cuantía que resulte de las bases demostradas en el curso del proceso, reajustada en la fecha de ejecutoria de la providencia que la imponga. 

Igualmente, que se condene a pagar los intereses compensatorios de las sumas que por este concepto se impongan, desde el día 20 de abril de 2012, hasta la fecha de ejecutoria de la providencia. Coetáneo a lo anterior, la demandada pagará los intereses moratorios sobre las sumas condenadas desde la ejecutoria de la sentencia hasta el día anterior al que se verifique efectivamente el pago.
CUARTA: Como consecuencia de la declaración de responsabilidad de la Nación Colombiana -  Ministerio de Defensa - Policía Nacional, ya establecida en el fallo del 26 de junio del 2012; Condénese a pagar a favor de los demandantes el resarcimiento del daño o perjuicio extra-patrimonial causado como consecuencia de las lesiones personales y la tortura física y psicológica causada a ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, representados en la violación  a los derechos fundamentales como: La Vida; Integridad Física, La Honra y la  Dignidad Humana, de la siguiente manera:

Víctima directa: 

- ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 400 S. M. M. L. V. 
Padres:

- ÓSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ, la suma de 400 S. M. M. L. V.
- SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ, la suma de 400 S. M. M. L. V.
Hermanos: 

- ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 400 S. M. M. L. V.
- SANDRA VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 400 S. M. M. L. V.
- OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 400 S. M. M. L. V.
- NELLY VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 400 S. M. M. L. V.
- WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, la suma de 400 S. M. M. L. V.
Además de  la anterior tasación solicitamos que como consecuencia de la declaración de responsabilidad de las demandas y como parte de los daños extra-patrimoniales,  condénese a pagar en favor de ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA en su calidad de víctima directa, la suma de 300 SMLMV como indemnización por el daño causado a la vida de relación; representado en las lesiones que se  le causaron, y pasar de ser un joven alegre y vivas a convertirse en una persona  con  graves problemas mentales y por tal razón estar permanentemente abstraído de su realidad, producto del trauma mismo de la golpiza y la tortura y las posteriores secuelas de ello.  

PARA UN TOTAL POR DAÑO EXTRAPATRIMONIAL DE 3.500 S.M.M.L.V.

Para el año 2014 el Salario Mínimo equivale a la suma de $616.000 por lo tanto el pago de la reparación correspondiente al presente año es de: DOS MIL CIENTO CINCUENTA Y SEIS MILLONES DE PESOS ($2.156.000.000)
La liquidación de perjuicios extra-patrimoniales por violación a Derechos Fundamentales se hará con base en el salario mínimo mensual legal vigente al momento de ejecutoria de la sentencia.

QUINTA: Como consecuencia de la declaración de responsabilidad de la Nación Colombiana -  Ministerio de Defensa - Policía Nacional; Condénese a pagar en favor de ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, en su calidad de víctima directa, el resarcimiento del daño a la salud (física y mental), este como un daño autónomo, la suma de 300 SMLMV. Esta suma de dinero se pide por la afectación a la salud y el daño fisiológico causado como consecuencia de los golpes y la tortura física y psicológica a la que fue sometido el joven que genero secuelas en su salud y particularmente  en su estado mental irreversible y que lo ha dejado imposibilitado de por vida. 

De igual manera se solicita que se sirvan ordenar a las demandadas, que sean estas las que asuman y sufraguen económicamente la totalidad del tratamiento médico y psiquiátrico que requiera el joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, de manera integral, para el restablecimiento de sus condiciones de salud físicas y mentales, así como el internamiento en un centro psiquiátrico si ello fuere necesario. 

PARA UN TOTAL POR DAÑO A LA SALUD DE 300 S.M.M.L.V.

Para el año 2014 el Salario Mínimo equivale a la suma de $616.000 por lo tanto el pago de la reparación correspondiente al presente año es de: CIENTO OCHENTA Y CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS ($184.800.000) 

SEXTA: Se condene a las demandadas al pago de las Agencias en Derecho, de conformidad con lo previsto en el Acuerdo No 1887 de 26 de junio de 2003 del Consejo Superior de la Judicatura, Capítulo III, Numeral 3.1.2
SEPTIMA: Las sumas a que resulte condenada La Nación Colombiana – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, serán actualizadas de conformidad con lo previsto en el artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y se reconocerán los intereses correspondientes liquidados conforme a la variación promedio mensual del índice de precios al consumidor, desde la fecha de la ocurrencia de los hechos hasta cuando se dé cumplimiento de la sentencia, es decir, al pago efectivo de esta suma por parte de las autoridades responsables. Igual tratamiento se dará a las sumas acordadas en acuerdo conciliatorio desde la ocurrencia de los hechos hasta el cumplimiento del mismo.

OCTAVA: Las demandadas darán cumplimiento a la decisión en los términos de los artículos 192 y 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.”
4. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 
La entidad demandada POLICÍA NACIONAL en escrito de contestación a través de su apoderada judicial manifestó que la situación fáctica de la demanda constituye la apreciación subjetiva de la parte actora.
La apoderada de la parte demandada se opuso a cada uno de las pretensiones de la demanda e indicó que en relación con las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los hechos los mismos deberán entrar a probarse dentro del este proceso así como la falla del servicio endilgada a su prohijada así como los perjuicios que demanda.
En las razones de defensa argumentó que para el caso concreto no se desprende certeza en hechos por los cuales se pretende endilgar responsabilidad a la Policía Nacional en situaciones aún no establecidas, toda vez que no se han demostrado fehacientemente los perjuicios que dice haber sufrido el señor Andrés Eduardo Villalobos García en horas y circunstancias sucedidas el día 20 de abril de 2012 que señala en la demanda, y en relación al proceso disciplinario a que hace acotación la parte actora hay que anotar que se trata de un procedimiento independiente y diferente al proceso administrativo que nos ocupa, en el cual debe cumplirse el mandato legal y jurisprudencial respecto a la carga de la prueba. 
Refiere que de la narración de los hechos hecha por la parte actora se fundamenta en la subjetividad donde no hay prueba idónea ni conducente que de plena certeza sobre la responsabilidad de la Policía Nacional sobre el daño, pues dentro del acervo probatorio no hay prueba con la cual se pueda endilgar de manera fehaciente una responsabilidad por los perjuicios que manifiesta la parte actora ya que no hay sustento en estos.

De acuerdo con lo anterior indica que no se constituye la falla del servicio por parte de la Policía Nacional tal cual y como lo alega la parte acora en cuanto al nexo de causalidad y por lo tanto no hay responsabilidad por parte de la entidad demandada. 
Argumenta también que para poder responsabilizar a una entidad pública por una falla en el servicio se requiere la presencia de tres elementos reiterados jurisprudencialmente que son el hecho, el daño y el nexo causal, explicados cada uno así: la existencia del hecho dañoso(falla del servicio), por omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio en el sentido de que la falta no es la personal de agente administrativo sino la funcional, anónima o del servicio a cargo de la administración.

En cuanto al tema de la existencia de una daño, señala que éste implica una lesión o perturbación de un bien protegido por el derecho, bien sea civil, administrativos, etc., y debe reunir las características exigidas por el derecho privado para el daño indemnizable y en cuanto a la relación de causalidad entre la falta de la administración y el daño, sin la cual esté demostrada la misma, no habrá lugar a la indemnización, por tal razón no es posible reclamarse de la institución policial el resarcimiento de los presuntos perjuicios causado, por cuanto no se configura la imputación del daño.

Como excepciones propuso el “DE LA CARGA PÚBLICA”, “CARENCIA PROBATORIA” y la “EXCEPCIÓN GENÉRICA”.
Finalmente, solicitó que se nieguen las pretensiones de la demanda toda vez que no están dados los elementos jurídicos que permitan atribuir responsabilidad a la Policía Nacional.
5. AUDIENCIA INICIAL. 

La audiencia inicial se llevó a cabo el día 20 de abril de 2016, siguiendo las formalidades del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011 donde, entre otras secuencias de la audiencia, se decidió lo pertinente en relación a las excepciones previas y se recaudaron y decretaron los siguientes elementos de convicción:
5.1. PARTE DEMANDANTE

5.1.1. DOCUMENTALES

5.1.1.1. Copia auténtica de los registros civiles de nacimiento de Andrés Eduardo Villalobos García, Sandra García González, Andrea Carolina Villalobos García, Sandra Villalobos García, Nelly Villalobos García, Wilder Eduardo Villalobos García, Oscar Eduardo Villalobos García (fls. 1 a 7 c.2). 

5.1.1.2. Copia simple de queja rendida por el señor Oscar Eduardo Villalobos Cruz (fl. 8 c.2).  

5.1.1.3. Copia simple del auto de apertura de indagación preliminar No.  P-COPE2-2012-48 del 26 de abril de 2012 (fl. 11 c.2). 

5.1.1.4. Copias simples de actuaciones adelantadas por la Oficina de Control Disciplinario de la Policía Nacional, dentro de la Investigación Disciplinaria No. RESBO-2012-21 (fls. 14 a 129 c.2) 

5.1.1.5. Copia simple del Fallo de primera instancia del 25 de julio de 2013, dentro del Proceso Disciplinario No. RESBO-2012-21 (fls. 130 a 232 c.2)

5.1.1.6. Copia simple del Informe Técnico Médico legal de Lesiones no fatales realizado el 21 de abril de 2012 por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses a Andrés Eduardo Villalobos García (fl. 241 c.2). 

5.1.1.7. Copia simple de historia clínica de Andrés Eduardo Villalobos García expedida por el Hospital de Usme I Nivel E.S.E (fls. 245 a 256 y 262 a 270 c.2)

5.1.1.8. Resumen de historia clínica del joven Andrés Eduardo Villalobos García expedido por el Hospital Santa Clara E.S.E (fls. 271 a 281 c.2) 

5.1.2. PRUEBA TRASLADADA
Decretadas según la solicitud visible a folio 29 del cuaderno No. 1 y obtenidas mediante oficio:
5.1.2.1. Proceso disciplinario No. RESBO-2012-21 adelantado contra los señores Nelson Francisco Zambrano y Leidy Esperanza Zambrano Páez, con oficio dirigido a la Inspección General - Área de Procesos Disciplinarios- Grupo Procesos Disciplinarios de la Policía Nacional.

5.1.2.2. Copia auténtica de la investigación penal No. 740 adelantado contra los señores Nelson Francisco Zambrano y Leidy Esperanza Zambrano Páez con oficio dirigido al Juzgado 143 de Instrucción Penal Militar. (Cuadernos No. 1 y 2 “INVESTIGACIÓN PENAL No. 1704 ADELANTADO CONTRA NELSON FRANCISCO” fls 1 a 400 y 401 a 775)

5.1.3. PRUEBA PERICIAL. 

Decretado según la solicitud visible a folio 29 del cuaderno principal:

5.1.3.1. Dictamen médico legal del joven Andrés Eduardo Villalobos García con el fin de que determine el estado de salud física y psicológica del joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS con oficio dirigido al Instituto Nacional de Medicina Legal.
5.1.4. INTERROGATORIO DE PARTE.
Fue negada la prueba testimonial de los señores OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ por ser parte demandante y no terceros y en su lugar fue decretado el interrogatorio de parte de los señores OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ.
6. AUDIENCIA DE PRUEBAS. 

La audiencia de pruebas se llevó a cabo el día 30 de junio de 2016 de acuerdo con la fecha fijada previamente en audiencia inicial, siguiendo las formalidades del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 donde, entre otras secuencias de la audiencia y se las siguientes pruebas solicitadas y decretadas:
6.1. PARTE DEMANDANTE

6.1.1. DOCUMENTALES
Como prueba documental se tienen aquellas relacionadas en el numeral 5.1.1. de la presente sentencia.

6.1.2. PRUEBA TRASLADADA
Respecto al recaudo de lo solicitado, se extrae del acta de audiencia:

“Respecto a lo anterior, se observa que el Inspector Delegado Especial de la MEBOG mediante Oficio No. S-2016-347/INSGE.INSDE-MEBOG-38.10 del 25 de mayo de 2016 allegó en medio magnético copia escaneada del proceso disciplinario radicado con el consecutivo SIJUR No RESBO-2012-21, adelantado en contra de Nelson Francisco Zambrano y Leidy Esperanza Zambrano Páez en 1297 folios. Así mismo, el Juez 143 de Instrucción Penal Militar adscrito a la Dirección General de la Policía Nacional allegó copia del expediente No. 303 en 796 folios y 4 discos compactos. 

Por lo anterior, el despacho resuelve: TENER COMO PRUEBA Y VALORAR LO QUE EN DERECHO CORRESPONDA RESPECTO DEL  PROCESO DISCIPLINARIO ALLEGADO EN MEDIO MAGNETICO POR EL INSPECTOR DELEGADO ESPECIAL DE LA POLICIA METROPOLITANA DE BOGOTA Y LA COPIA AUTÉNTICA DEL EXPEDIENTE No. 303 PROVENIENTE DEL JUZGADO 143 DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR, antes señalado.”  

6.1.3. PRUEBA PERICIAL. 
Respecto al recaudo de lo solicitado, se extrae del acta de audiencia:

“En consecuencia, EL DESPACHO CORRE TRASLADO DEL DICTAMEN PERICIAL ALLEGADO POR EL COORDINADOR DEL GRUPO DE PSIQUIATRÍA Y PSICOLOGÍA FORENSE DEL INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL, visible a folios 325 a 332 del cuaderno 2, con el fin de que las partes si ha bien lo tienen soliciten las adiciones, aclaraciones o en su defecto formulen objeción por error grave, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 220 de la Ley 1437 de 2011.

(…)

PARTE DEMANDANTE: En el cuerpo del dictamen no hay solicitud mi requerimiento va encaminado a que dentro de la conclusión se determine la afectación por esos hechos de violencia que vivió en ese momento. Retiro la solicitud de dictamen solicitado 

DESPACHO: (Min. 33:16) Teniendo en cuenta que no hay solicitud de aclaración se continua con el desarrollo de la audiencia.”

6.1.4. INTERROGATORIO DE PARTE.
Decretado el interrogatorio de parte de los señores OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ, se extrae del acta de audiencia:

“INTERROGATORIO DE OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA IDENTIFICADO CON LA CC No. 93.360.405 de Ibagué. El testigo juró decir la verdad en la declaración que va a rendir y sobre sus generales de ley CONTESTÓ: (MIN 36:07) Me llamo e identifico como quedó consignado anteriormente, tengo 54 años de edad, natural de Ibague, estado civil unión libre con Sandra García vivo en la ciudad de Bogotá, no tengo estudios, en este momento hago trabajos varios pero ahorita cuido a mi hijo. PREGUNTADO: SR. OSCAR INFORMELE AL DESPACHO COMO, CUANDO Y PORQUE SUPO QUE SU HIJO HABIA SIDO TRASLADADO A LA ESTACION DE LA POLICIA? CONTESTÓ: Por un alumno del colegio, el joven fue y nos llevó la información. Continúa en el audio (MIN 38:27-39:08) PREGUNTADO: QUE INFORMACION LE DIERON EN LA ESTACION ACERCA DE LA UBICACIÓN DE SU HIJO? CONTESTÓ: Me dijeron que estaba en el C.A.I de Santa Marta y entonces fui a otro y ahí me dijeron donde era el C.A.I. Continúa en el audio (MIN. 39:55 - 46:09) PREGUNTADO: ANTE QUE AUTORIDADES INTERPUSO DENUNCIAS POR LAS LESIONES QUE DICE SUFRIÓ SU HIJO? CONTESTÓ: Procuraduría, Fiscalía continua en audio (MIN. 46:47-47:13) PREGUNTADO: INSTAURÓ ALGUNA DENUNCIA POR LAS LESIONES QUE SUFRIÓ SU HIJO? CUALES? ANTE QUE AUTORIDADES? CONTESTÓ: Procuraduría PREGUNTADO: CUALES FUERON LAS CONSECUENCIAS A LAS DENUNCIAS INTERPUESTAS? CONTESTÓ: Yo no estuve pendiente de las audiencias y tramites, continúa en audio (MIN 48:39-49:35). Tiene algo que aclarar CONTESTO: (MIN. 50:00- 57:35)

APODERADO PARTE DEMANDADA: Manifiesta que invocando el derecho de contradicción indica que el segundo suceso no está dentro delos hechos de la demanda.  

INTERROGATORIO DE SANDRA GARCÍA GONZALEZ IDENTIFICADA CON CC No. 37.726.646 de Bucaramanga. Acto seguido la suscrita Juez procede a tomar el juramento de rigor a la compareciente, a quien se le informó sobre las consecuencias del falso juramento en el sentido de quien falte a la verdad o la calle total o parcialmente, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 442 del Código Penal. Así mismo en atención a lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 221 del Código General del Proceso, se le informa sucintamente a la testigo sobre los hechos objeto de su declaración. La testigo juró decir la verdad en la declaración que va a rendir y sobre sus generales de ley CONTESTÓ: Me llamo e identifico como quedó consignado anteriormente, tengo 43 de edad, natural de Bucaramanga, estado civil unión libre vivo en la ciudad de Bogotá, hago aseo en un apartamento. PREGUNTADO: INFORMELE AL DESPACHO COMO, CUANDO Y PORQUE SUPO QUE SU HIJO HABIA SIDO TRASLADADO A LA POLICIA? CONTESTÓ: Llegó un compañero de estudio y estábamos en la casa continua en el audio (MIN. 01:01:09- 01:02:00) PREGUNTADO: QUE HICIERON CON ESA INFORMACION  CONTESTÓ: Nos fuimos para el C.A.I de Santa Marta (MIN. 01:02:45- 01:10:35) PREGUNTADO: ANTE QUE AUTORIDADES INTERPUSO DENUNCIAS POR LAS LESIONES QUE DICE SUFRIÓ SU HIJO? CONTESTÓ: (MIN 01:10:54) En la estación de policía, estuvimos hablando con un coronel que había allá pero él no nos puso cuidado. (MIN. 01:11:32) y las denuncias las hizo mi marido yo estaba pendiente de Andrés. PREGUNTADO CUALES FUERON LAS CONSECUENCIAS A LAS DENUNCIAS INTERPUESTAS? CONTESTÓ: (MIN 01:11:57) mucho, se la pasa encerrado, no habla, se veía agresivo (MIN. 01:12:19- 01:18:37). Se da por terminado el interrogatorio siendo las 11:27 am.” 

Finalmente de conformidad con el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011, se prescindió de la audiencia de alegaciones y juzgamiento y se corrió traslado por el término de diez (10) días contados a partir del día siguiente a la celebración de la audiencia de pruebas para que las partes presentaran alegatos de conclusión por escrito y la delegada del Ministerio Público presentara de manera facultativa el respectivo concepto. 
7. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN EXPUESTOS EN AUDIENCIA. 

La apoderada judicial de la parte demandante realizó un breve resumen de los hechos fundamento de la demanda en cuanto a la generación del daño y respecto de la responsabilidad extracontractual y sus presupuestos esenciales argumentó que en el expediente reposa como prueba traslada copia de la investigación disciplinaria No. RESBO 2012-021 adelantada por la Inspección General de la Policía Nacional investigación que contiene la queda disciplinaria presentada por el señor Oscar Villalobos Cruz el día 26 de abril de 2012 y en la cual se hace un relato pormenorizado de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que es detenido su hijo ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y traslado al C.A.I de Santa Marta, lugar donde el joven fue golpeado y torturado por miembros de la Policía Nacional.
Los hechos referidos fueron recibidos en declaración rendida ante este Despacho en audiencia de pruebas del día 30 de junio de 2016 a través de interrogatorio.

Refiere en sus alegatos la declaración de la víctima ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA dentro de la investigación disciplinaria ya mencionada en la declaración rendida el día 07 de mayo de 2012 y de igual manera indica que en fallo de primera instancia de dicho proceso disciplinario del día 25 de julio de 2014, el cual fue apelado y posteriormente confirmado mediante sentencia del día 27 de junio de 2014
 por la Inspección General de la Policía Nacional.
Señala que igual calificación realizó la autoridad de instancia respecto de la conducta antijurídica y violatoria del régimen disciplinario por parte de la agente de la policía Leidy Esperanza Zambrano Páez con ocasión del abuso de autoridad y las lesiones personales ocasionadas al joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, lo que concluye en su destitución e inhabilidad.
Respecto de las lesiones personales y la tortura de la que fue objeto el demandante y víctima, reposa en el expediente copia del dictamen inicial de Medicina Legal de Kennedy del día 21 de abril de 2012 , el cual forma parte del análisis realizado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses en examen psiquiátrico forense practicado al joven Eduardo Villalobos el día 21 de noviembre de 2014 y que fue allegado al Despacho en respuesta del día 20 de mayo de 2016 en atención al requerimiento probatorio.
Indica que queda plenamente demostrado la ocurrencia de los hechos como elemento esencia para la declaratoria de la responsabilidad administrativas de las demanda y de plano se desvirtúa las manifestaciones de la defensa de las accionadas cuando afirma en la contestación de la demanda que “no se encuentra la prueba que certifique las lesiones” y que los hechos no se encuentran demostrados en el escrito de la demanda ya que “solo refiere dentro de los hechos, a manifestaciones de circunstancias que no están controvertidas, ni que constituyen pruebas”.
Respecto de los principios de la valoración de la prueba trasladada precisa que la copia auténtica del proceso disciplinario arrimada al proceso cumple con las reglas señaladas en el artículo 174 del Código General del Proceso teniendo en cuenta que cada una de las diligencias practicadas en el proceso disciplinario fueron debidamente controvertidas y conocidas por las partes, además de haber sido la misma Policía Nacional quien adelantó el proceso disciplinario y quien pudo determinar a través del trámite procesal, la ocurrencia de los hechos, el daño causado y los responsabilidad.
El alegato presentado señala que está demostrado que las lesiones personales y la tortura de la que fue víctima Andrés Eduardo Villalobos, ocurrió no solo a manos de la Policía Nacional bajo el abuso de su autoridad y el exceso en el uso de las armas y de la fuerzas, sino que además, los hechos ocurrieron al interior de las instalaciones del C.A.I Santa Marta, cuando el joven se encontraba bajo la custodia de la Policía Nacional quien ostentaba la posición de garante y finalmente solicita tener e4n cuenta lo contenido en el expediente lo cual da cuenta de la responsabilidad de los efectivos policiales con el fin de acceder a las pretensiones de la demanda y declarar sus responsabilidad administrativa y patrimonial. 

La apoderada judicial de la parte demandada ni el representante delegado del Ministerio Público presentaron alegatos de conclusión.

II. CONSIDERACIONES 

a) PRESUPUESTOS PROCESALES

1. COMPETENCIA
Teniendo en cuenta la naturaleza del proceso, este Despacho es competente para tramitar y decidir el asunto de la referencia de conformidad con lo preceptuado en los artículos 155 y 156 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
2. PROCEDIBILIDAD  DEL MEDIO DE CONTROL
El medio de control de reparación directa es procedente, por cuando se pretende la indemnización de los perjuicios ocasionados con la presunta responsabilidad del estado imputable a la entidad demandada como consecuencia de las lesiones sufridas por el demandante el día 20 de abril en la ciudad de Bogotá en el C.A.I Santa Marta (Localidad Usme) de la Policía Nacional. 
3. CADUCIDAD

El término de caducidad de la presente acción según lo dispuesto en el literal i del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, aduce:
“Art. 164. La demanda deberá ser presentada: (…) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia (…)”. 

En tal sentido y para el caso concreto se tiene en cuenta el informe técnico legal de lesiones no fatales del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de la Unidad Básica U.R.I de fecha 21 de abril de 2012 con radicación interna No. 2012C-01010312140 y nombre del paciente Andrés Eduardo Villalobos García en donde se consignó la valoración de las lesiones sufridas por éste el día anterior a dicho informes, es decir, el día 20 de abril de 2012 fecha constitutiva de los hechos, lo cual permite contar el término de caducidad a partir del día siguiente en que la parte accionante tuvo conocimiento de los mismos, esto es, a partir del día 21 de abril de 2012, como se desprende de lo visto a folio 241 del cuaderno de pruebas No.2 del expediente.

Consecuencialmente, el plazo máximo para acudir a la jurisdicción vencía el día 21 de abril de 2014, no obstante, dicho término se suspendió con la radicación de solicitud de conciliación extrajudicial el día 11 de abril de 2014 ante la Procuraduría General de la Nación, la audiencia se llevó a cabo el día 08 de julio de 2014 
y la demanda fue radicada ante el Tribunal Superior de Cundinamarca el día 10 de julio de 2014, acudiendo en tiempo para demandar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo de conformidad con lo preceptuado en el artículo ya reseñado.

4. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA
La legitimación en la causa ha sido definida por la jurisprudencia, como la titularidad de los derechos de acción y de contradicción y se clasifica en legitimación de hecho y material.

La legitimación de hecho se refiere al interés conveniente y proporcionado del que se da muestra al inicio del proceso y la legitimación de hecho es objeto de prueba y otorga al demandante la posibilidad de obtener prosperidad de las pretensiones solicitadas.

Sobre este punto ha expuesto el Honorable Consejo de Estado: 

“(…) Varios y reiterados han sido los pronunciamientos de la Sección Tercera tendientes a diferenciar los dos aspectos medulares de la figura de la legitimación en la causa. Así ha dicho que en la reparación directa, la legitimación en la causa está dada por la condición de damnificado del demandante, hablándose de legitimación de hecho, originada en la simple alegación de esa calidad en la demanda, como lo prevé el artículo 86 del C. C. A., al señalar “la persona interesada podrá”, siendo entonces ese interés mínimo, suficiente para accionar y para proponerlo en la instancia procesal de inicio del juicio, en contraste con el presupuesto de sentencia favorable de las pretensiones que constituye la legitimación material, la cual se desprende de la prueba efectiva de la condición de damnificado, que le permitirá a quien demandó obtener, con la satisfacción de otros supuestos, la favorabilidad de las pretensiones. Puede ocurrir entonces que la afirmación de hecho en la demanda y a términos del artículo 86 del C. C. A, de que la parte demandante se crea “interesada” (legitimación de hecho en la causa) no resulte cierta en el proceso, y por lo tanto no demuestre su legitimación material en la causa (…)”

4.1. Legitimación por activa

- Por activa comparece al proceso el señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, quien en su calidad de víctima directa, por haber padecido las lesiones, se encuentra legitimado en la causa material por activa en este proceso. 

Respecto de las siguientes personas y de acuerdo a lo allegado al expediente se señala:

- SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ: obra en el expediente el registro civil de nacimiento del señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA el cual es visible a folio 01 del cuaderno No.2 de pruebas del expediente y con el cual se demuestra su parentesco en calidad de madre. (Poder fl.03 cuaderno principal)
- OSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ: obra en el expediente el registro civil de nacimiento del señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA el cual es visible a folio 01 del cuaderno No.2 de pruebas del expediente y con el cual se demuestra su parentesco en calidad de padre. (Poder fl.01 cuaderno principal)

- WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA: obra en el expediente el registro civil de nacimiento del señor WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA el cual es visible a folio 06 del cuaderno No.2 de pruebas del expediente y con el cual se demuestra su parentesco en calidad de hermano, quien está representado legalmente por su padre OSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ, no obstante esta representación cesó el día 06 de octubre de 2014, fecha en cual cumplió la mayoría edad.
- ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA: obra en el expediente el registro civil de nacimiento de la señora ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA el cual es visible a folio 03 del cuaderno No.2 de pruebas del expediente y con el cual se demuestra su parentesco en calidad de hermana.
- SANDRA VILLALOBOS GARCÍA: obra en el expediente el registro civil de nacimiento de la señora SANDRA VILLALOBOS GARCÍA el cual es visible a folio 04 del cuaderno No.2 de pruebas del expediente y con el cual se demuestra su parentesco en calidad de hermana.

- OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, obra en el expediente el registro civil de nacimiento del señor OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA el cual es visible a folio 07 del cuaderno No.2 de pruebas del expediente y con el cual se demuestra su parentesco en calidad de hermano.
- NELLY VILLALOBOS GARCÍA, obra en el expediente el registro civil de nacimiento del señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA el cual es visible a folio 05 del cuaderno No.2 de pruebas del expediente y con el cual se demuestra su parentesco en calidad de hermana.
4.2. Legitimación por pasiva

La NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL está legitimada en la causa por pasiva, por ser los miembros activos de dicha institución y para la fecha de los hechos quienes infringieron daños en la humanidad del demandante y víctima ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA.
b) RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE.

1. PROBLEMA JURÍDICO.

El problema jurídico principal se contrae a establecer si debe declararse la responsabilidad de la Nación- Ministerio de Defensa- Policía Nacional  por la falla en el servicio ocasionada con las lesiones personales y la tortura física y psicológica de la que fue víctima el joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA por parte de miembros de la POLICÍA NACIONAL, en abuso de autoridad, bajo el exceso en el uso de las armas y la fuerza, en hechos ocurridos el 20 de abril de 2012, y en consecuencia determinar si existe lugar a condena por tal evento. 

Para establecer una solución a lo anterior, el Despacho tiene en cuenta la siguiente normatividad y antecedentes jurisprudenciales:
Con la expedición de la Constitución Política de 1991, se consagró en el artículo 90 una cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado, que comprende tanto la responsabilidad de naturaleza contractual como extracontractual; por lo que los elementos indispensables para la declaración de la responsabilidad patrimonial del Estado, se circunscriben a la prueba del daño antijurídico, y a la imputabilidad del mismo Estado.

En torno a este tema, y a efectos de establecer un marco conceptual dentro del cual se analicen los argumentos de la demanda en relación con la responsabilidad que se pretende atribuir a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, por los daños ocasionados a los demandantes por la lesiones que sufrió el joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, teniendo en cuenta que la responsabilidad patrimonial del Estado colombiano comprende la de naturaleza contractual y extracontractual generada por la causación de un daño antijurídico al particular, imputable al Estado, sin importar si fue materializado por acción u omisión de sus agentes.
Por ello, el núcleo esencial de responsabilidad se enmarca en el daño antijurídico, con lo cual, aún las conductas revestidas de legalidad, pueden generar un daño y así mismo comprometer su responsabilidad, de manera que el examen de los cargos de responsabilidad endilgados a la entidad demandada serán analizados con base en tales elementos.

La Jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional ha expuesto
:

“En el presente caso la determinación de la responsabilidad de la Entidad demandada ha de gobernarse por el régimen subjetivo de falla probada, circunstancia que impone a la parte demandante la carga de probar los elementos que estructuran la responsabilidad, es decir, la ocurrencia del hecho, la existencia del daño y la relación de causalidad entre uno y otra. Al respecto el Consejo de Estado ha indicado: “De conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 de la Constitución Política, el Estado tiene el deber de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas, norma que le sirve de fundamento al artículo 86 del Código Contencioso Administrativo que consagra la acción de reparación directa, cuyo ejercicio dio origen al presente proceso y que establece la posibilidad que tiene el interesado de demandar la reparación del daño cuando su causa sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa. No obstante que la norma constitucional hace énfasis en la existencia del daño antijurídico como fuente del derecho a obtener la reparación de perjuicios siempre que el mismo le sea imputable a una entidad estatal, dejando de lado el análisis de la conducta productora del hecho dañoso y su calificación como culposa o no, ello no significa que la responsabilidad patrimonial del Estado se haya tornado objetiva en términos absolutos, puesto que subsisten los diferentes regímenes de imputación de responsabilidad al Estado que de tiempo atrás han elaborado tanto la doctrina como la jurisprudencia, entre ellos el de la tradicional falla del servicio, dentro del cual la responsabilidad surge a partir de la comprobación de la existencia de tres elementos fundamentales: el daño antijurídico sufrido por el interesado, el deficiente funcionamiento del servicio, porque no funcionó cuando ha debido hacerlo, o lo hizo de manera tardía o equivocada, y finalmente, una relación de causalidad entre este último y el primero, es decir, la comprobación de que el daño se produjo como consecuencia de la falla del servicio.”

Por su parte el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha dicho
: 
“...Ha sido criterio reiterado de la Corporación, que el daño, para su reparación, además de antijurídico debe ser cierto, sin que haya lugar a reparar aquellos que constituyan una mera hipótesis o sean eventuales, y en todo caso, los que no pudieren llegarse a comprobar fehacientemente en el proceso respectivo.”

Adicionalmente ha expresado
:

“(...) para que el daño sea resarcible o indemnizable la doctrina y la jurisprudencia han establecido que debe reunir las características de cierto, concreto o determinado y personal. En efecto, en la materia que se estudia, la doctrina es uniforme al demandar la certeza del perjuicio. Tal es el caso de los autores Mazeaud y Tunc, quienes sobre el particular afirman: “Al exigir que el perjuicio sea cierto, se entiende que no debe ser por ello simplemente hipotético, eventual. Es preciso que el juez tenga la certeza de que el demandante se habría encontrado en una situación mejor si el demandado no hubiera realizado el acto que se le reprocha. (...) Por eso, no hay que distinguir entre el perjuicio actual y el perjuicio futuro; sino entre el perjuicio cierto y el perjuicio eventual, hipotético (...)

Ahora, en concordancia con el artículo 2º de la Constitución, las autoridades “están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y libertades”, por lo que, en criterio de la Sala, “[o]mitir el cumplimiento de esas funciones no sólo genera responsabilidad personal del funcionario sino además responsabilidad institucional, que de ser continua pone en tela de juicio su legitimación”.

En este marco, el Estado no sólo debe respetar sino también garantizar los derechos de los ciudadanos, lo cual implica asumir conductas no solo tendientes a no ejercer actos contrarios a los intereses legítimos de los asociados, sino también a impedirlos y tomar las medidas necesarias para que estos se garanticen, realicen y prevalezcan en todos los casos. 
Postulado constitucional que se confunde con la existencia misma del Estado y de sus autoridades públicas, en los términos de los artículos 1º y 2º constitucionales, al punto que su vulneración, por acción u omisión, hace responsables de los daños causados. Ahora, sabido es que el Estado no puede destinar protecciones individuales para cada asociado, pero sí contar con programas y acciones tendientes a un cubrimiento general, acordes con las circunstancias que aquellos afrontan, de modo que en principio, no tendría que responder por los hechos puntuales atribuidos a terceros, pues a las autoridades no se les exigen condiciones de omnipresencia y omnisuficiencia. 
Situación distinta a aquellas circunstancias en las que la vida e integridad de los asociados se encuentran en real peligro y amenaza, en donde las exigencias de protección se potencializan, precisamente con el establecimiento de medidas de protección eficaces, pues de otra manera, no se pueden entender cumplidos los mandatos constitucionales de garantía y respeto de que trata el artículo 2º de la Constitución Política. 
La responsabilidad del Estado surge por el incumplimiento del deber constitucional y legal de proteger la vida, es decir, de la omisión respecto de la conducta debida
, la misma que de haberse ejecutado habría evitado el resultado de las lesiones en la humanidad del joven agredido. 
Vale agregar a lo expuesto, que no solo a las autoridades les corresponde adoptar medidas generales de seguridad destinadas a la protección de la población civil, sino aplicar todas aquellas dirigidas a brindar seguridad personal, en los casos en los que se afronta riesgo o amenaza, ya fuere porque las autoridades fueron informadas, o también cuando las especiales condiciones lo demanda.
En el presente asunto, las pruebas que reposan en la actuación dan cuenta de las lesiones sufridas por el joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA ocurrieron en el marco de las funciones desplegadas por los policiales Subintentendente NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO y la Agente LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ, que para el día de hoy se encuentran destituidos de la institución como sanción disciplinaria que les fuere impuesta.

El sustento del reconocimiento del fallo del sistema, como elemento configurador de responsabilidad estatal permite determinar, a diferencia de la responsabilidad penal o disciplinaria, que con independencia de la acción y omisión individual de un servidor público, con la responsabilidad del Estado cuando tiene a su cargo la eficacia de los sistemas organizativos, tales como el carcelario, el de salud y el educativo, entre otros. 
Además de ello en cuanto a la actuación de los policiales, de acuerdo con el Reglamento de Supervisión y Control de servicios para la Policía Nacional, los Comandantes de Policía, en todos los niveles, deben supervisar el comportamiento ético y disciplinario del Talento Humano bajo su cargo, así como diseñar, implementar y establecer mecanismos y metodologías necesarios, para optimizar la prestación del servicio y prevenir actos de corrupción internos por parte del Talento Humano adscrito a la unidad. De acuerdo con ese mismo reglamento, para esa Institución castrense son prioritarios dos valores que, aunque independientes, están en permanente conexión y le exigen al servidor público policial un comportamiento coherente tanto en su ámbito personal como en el ámbito laboral: la integridad y la transparencia.
La integridad que hace referencia al comportamiento recto, íntegro e intachable de los policías en cumplimiento de los principios éticos y en el desempeño de sus funciones, que deben reflejar en el manejo honrado y pulcro de los bienes públicos encomendados en razón de su función. La transparencia, referida a la claridad de sus actos, sin dejar que ningún tipo de duda puedan ser resultado de sus desempeños. 
Es preciso señalar en este punto que la Policía Nacional genera e impone a quien voluntariamente ingresa a la institución un compromiso de conducta pública y privada intachable -proceso de integralidad policial y código de ética-, el cual implica para los superiores el ejercicio de facultades preventivas y de control, con miras a posicionar a los uniformados como referentes sociales o modelos a seguir en los ámbitos personal, familiar, laboral, social e institucional.

En cuanto a la prueba trasladada, la Jurisprudencia ha reiterado que de conformidad con el artículo 168 del Decreto 01 de 1986 y hoy artículo 211 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con lo normado por el artículo 174 del Código General del Proceso, establecen que el traslado de la prueba practicada en el proceso original, solo procede cuando fue solicitada por la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella, respetando su derecho de defensa y cumpliendo con el principio de contradicción. 

En los eventos en los cuales el traslado de las pruebas recaudadas dentro de otro proceso, como ocurre en el presente asunto, dichas pruebas pueden ser tenidas en cuenta en el proceso contencioso administrativo, cuya posibilidad de apreciación dependerá de si en el proceso al cual se trasladan se atienden las formalidades que la ley ha establecido respecto de cada una de éstas
.
Los testimonios practicados en el curso del proceso disciplinario y proceso penal
 por el delito de lesiones personales como causa de los hechos que que dieron lugar a las agresiones al joven Andrés Eduardo Villalobos García, podrán valorarse en este caso, toda vez que cumplen los requisitos de ley para su traslado, pues la entidad demandada intervino en su práctica. 

Las declaraciones recaudados dentro de los referidos procesos, se tratan de los mismos agentes de Policía quienes prestaban sus servicios en el C.A.I Santa Marta de la Localidad de Usme de la ciudad de Bogotá, y observaron los hechos, circunstancias que respaldan su credibilidad e imparcialidad. Entre estas se destaca la declaración del demandante y víctima ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA
,  y las diligencias de indagatorias de los señores TE. Nelson Francisco Zambrano Pinto identificado con la C.C No. 1’016.007.353
, y la Agente ® Leidy Esperanza Zambrano Páez identificada con la C.C No.51’920.972
. 
En segundo lugar, analizadas sus afirmaciones, no existen reparos a los referidos testimonios, como quiera que los declarantes describieron las condiciones de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos.
Finalmente, las declaraciones  e indagatorias son consecuentes con los hechos ocurridos y en el desarrollo de las circunstancias que precedieron las lesiones del señor Andrés Eduardo Villalobos García, de allí que las características relatadas, aunadas a las reglas que conforman la sana crítica y relacionadas con los demás medios de prueba frente a los hechos debidamente probados indican la existencia de la falla administrativa en la prestación del servicio por los daños impetrados en la humanidad de Andrés Eduardo Villalobos García.
c) De las excepciones formuladas por la parte demandada. 
1. EXCEPCIONES PREVIAS.
1.1 CADUCIDAD

En audiencia inicial del día 20 de abril de 2016 bajo la instrucción de este Despacho no hubo lugar a la resolución de excepciones previas teniendo en cuenta que para dicha etapa del proceso no fueron propuestas aquellas que revistieran tal carácter o se advirtiera la procedencia de alguna de las enlistadas en el artículo numeral 6º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, según lo consignado en el acta de la respectiva audiencia, según se observa a folio 83 reverso del cuaderno del principal.

2. EXCEPCIONES DE MÉRITO.
2.1. “DE LA CARGA PÚBLICA” 
Sustentada en que al demandante le corresponde demostrar que las lesiones sufridas en su integridad fueron en ocasión del procedimiento policial realizado por un funcionario que se encontraba en servicio en el momento y a la hora en que ocurrieron los hechos base del medio de control para así demostrar el nexo causal entre el hecho generador, el daño ocasionado y la supuesta responsabilidad de la entidad demandada para así hablar de falla en el servicio.
Se precisa que el daño consiste en las lesiones que sufrió el señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA obedeció al maltrato recibido por parte de funcionarios policiales el día 20 de abril de 2012, esto es, de una parte el maltrato físico infringido al demandante y de otra, la omisión de información de la ubicación de este en el C.A.I Santa Marta de la Policía Nacional, como se lee en el folio 381 del fallo de primera instancia del 26 de junio de 2012 de la Inspección Delegada Especial MEBOG de la Policía Nacional, confirmado por la segunda instancia del Grupo de Procesos Disciplinarios de la Inspección General de la Policía Nacional de lo visto en el folio 438, ambos fallos obrantes en el cuaderno de pruebas “INVESTIGACIÓN PENAL No. 740”, de donde se extrae que el mismo Estado lo sometió a una carga que no estaba obligado a soportar, siendo su deber justamente garantizar en la medida de lo posible, su vida e integridad personal como a cualquier ciudadano colombiano.
Conforme a la jurisprudencia precitada existen eximentes de responsabilidad que la entidad demandada debía probar en el transcurso del proceso, pero en el presente asunto con el respectivo proceso disciplinario de la Policía Nacional donde fueron declarados responsables disciplinariamente al Subteniente NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO y la Agente LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ por la comisión de tres conductas disciplinarias, dos de ellas gravísimas y una grave, por las irregularidades en contra del señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA. Por lo anterior, no hay prosperidad de la excepción planteada y se declarará no probada.
2.2. “CARENCIA PROBATORIA” 
Sustentó la parte demandada que las declaraciones carecen de validez ya que no están controvertidos ni se allega prueba de las lesiones o del daño, es decir, no se constituyen pruebas.

Indica que respecto de las fotos allegadas al expediente, estas no constituyen medio de prueba puesto que no dan certeza de que estas sean consecuencia eficiente de los hechos a lo cual el Consejo de Estado se ha pronunciado en el sentido de indicar que son informativas más no que den certeza sobre las lesiones.

Respecto a los demás daños señala que no hay prueba que acredite que los daños se ocasionaron en virtud de la acción de la demandada, lo cual debe probarse.

Sobre el caso, debe exponerse que serán tenidos en cuenta los documentos aportados por la parte demandante en las oportunidades legales, las respuestas de diversas autoridades a los requerimientos de este Despacho y los testimonios recibidos en el curso del presente asunto, pues se trata de pruebas decretadas y practicadas dentro de las oportunidades procesales. 
En cuanto a lo relacionado con las fotografías y a voces de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la fotografía se ha definido como medio probatorio documental de carácter representativo que muestra un hecho distinto a él mismo, el cual emerge del documento sin un ejercicio de interpretación exhaustiva de su contenido, no obstante corresponde al Juez realizar su valoración partiendo de las reglas de la sana crítica, además de los parámetros jurisprudenciales específicos para lograr su correcta apreciación, del cual deberá verificarse en primera instancia su autenticidad conforme a la normatividad correspondiente, dependiendo de si las imágenes fotográficas aportadas al proceso constituyen un documento público o privado.

Aunado lo anterior y en atención a lo señalado por el Consejo de Estado, se indica que las fotografías por si solas no acreditan que la imagen capturada corresponda a los hechos que pretenden probarse a través de ellas, motivo por el cual se debe tener certeza de la fecha en la que se capturaron las imágenes y, para ello, corresponde al juez efectuar un cotejo de las fotografías con testimonios, documentos u otros medios probatorios:
 
“Las fotografías o películas de personas, cosas, predios, etc., sirven para probar el estado de hecho que existía en el momento de ser tomadas, de acuerdo con la libre crítica que de ellas haga el juez; pero como es posible preparar el hecho fotográfico o filmado, es indispensable establecer su autenticidad mediante la confesión de la parte contraria o de testigos presentes en aquel instante o que hayan formado parte de la escena captada o intervenido en el desarrollo posterior del negativo o por el examen del negativo por peritos o por un conjunto fehaciente de indicios; cumplido este requisito, como documentos privados auténticos, pueden llegar a constituir plena prueba de hechos que no requieran por ley un medio diferente; si falta, tendrá un valor relativo libremente valorable por el juez, según la credibilidad que le merezcan y de acuerdo con su contenido, las circunstancias que pudieron ser obtenidas y sus relaciones con las demás pruebas (…) También son un valioso auxiliar de la prueba testimonial, cuando el testigo reconoce en la  fotografía  a la persona de la cual habla o el lugar o la cosa que dice haber conocido; en estos casos, el testimonio adquiere mayor verosimilitud. Los Códigos de Procedimiento Civil y Penal colombianos lo autorizan”

 
Es por eso que se debe establecer si la imagen representa los hechos que se le atribuyen y no otros diferentes en razón del tiempo, del lugar o del cambio de posición de los elementos dentro de la escena capturada, para lo cual el juez debe apreciar razonablemente en conjunto el acervo probatorio y valerse de otros medios de prueba.

Además, tratándose de fotografías, se debe determinar su origen, lugar y época en que fueron captadas a través de reconocimiento o ratificación para ser cotejadas con otros medios de prueba allegados al proceso y así darles mérito probatorio.

Sobre la prueba trasladada el Honorable Consejo de Estado ha señalado: 

“El artículo 168 del Código Contencioso Administrativo dispone que “En los procesos ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo, se aplicarán, en cuanto resulten compatibles con las normas de este código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, forma de practicarlas y criterios de valoración”. 

En relación con el traslado de pruebas, debe aplicarse, entonces, el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil. Se tiene, entonces, que los testimonios practicados en un proceso diferente de aquél en el que se pretende su valoración sólo pueden ser tenidos en cuenta por el juzgador cuando son trasladados, en copia auténtica, y siempre que hayan sido practicados con audiencia de la parte contra la cual se aducen, o cuando, sin cumplir este último requisito, son ratificados en el nuevo proceso, siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 229 del C. de P. C.”

Así las cosas y en vigencia de la Ley 1437 de 2011 en su artículo 211 y el artículo 174 de la Ley 1564 de 2012, la cual en su totalidad derogó las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, la investigación penal puede valorarse completamente, por cuanto las pruebas tanto documentales como testimonios obrantes en aquella, se practicaron válidamente con audiencia no solamente del demandante en este proceso, sino también de la parte demandada.
En el caso sub examine respecto del álbum fotográfico al que hace alusión la parte demandante en el argumento de la excepción propuesta, este Despacho valorará el mismo bajo la órbita del medio probatorio documental, teniendo en cuenta que en el expediente obran los respectivos fallos disciplinarios emitidos por los órganos de investigación y juzgamiento de la Policía Nacional, los cuales fueron aducidos al presente medio de control como prueba trasladada para lo cual se extrae del decreto de pruebas:

“Prueba trasladada

Se decretan las pruebas trasladadas solicitadas por la parte demandante en el capítulo de pruebas de la demanda, visible a folio 29 del cuaderno 1, por lo cual:

(…)

b.Por Secretaría, OFICIAR al Juzgado 143 de Instrucción Penal Militar con el fin de que allegue copia auténtica de la investigación penal No. 740 adelantado contra los señores Nelson Francisco Zambrano y Leidy Esperanza Zambrano Páez”  

Por ende, la investigación Penal No. 1074 –FIS 143 P.M de la Fiscalía 143 Militar ante el Juzgado de Primera Instancia de la Inspección General de la Policía Nacional de Colombia, contenida en los cuadernos No. 1 y 2 de pruebas denominados “Investigación Penal”, corresponde a las pruebas trasladadas decretadas, legajos en los cuales obra la declaración del demandante ante el Juzgado 143 de Instrucción Penal Militar y de la cual puede extraerse
:

“(…) después que cambiaron turno mi papá llego tarde y lo le dije que me sacara que yo estaba muy asustado, estaba llorando, entonces entro un agente y me dijo mono usted está bien, yo le decía que si, porque si yo les decía que estaba mal no me daban salida, pero cuando salía no podía ni caminar, entonces mi papá me saco e íbamos dando la vuelta a la estación le decía que me dolían mucho las piernas entonces me baje el pantalón y mi papa me vio todo hinchado con hematomas y se devolvió y les dijo que abusivos que porque habían hecho eso, y de ahí mi papá cogió un taxi y me llevo a tres lados, y ese día fuimos al CAMI de Santa librada y fue cuando me examinaron, esa misma noche salimos para la casa y mi mamá me tomo fotos de cómo había quedado, mi papá tiene las fotos.”

Además de ello obra en el cuaderno de pruebas álbum fotográfico contenido en formato de Policía Judicial visto a folios 619 a 626 del cuaderno de pruebas No. 2 denominado “Investigación Penal No. 1074”, donde resulta entonces procedente la valoración que el Despacho haga bajo las reglas de la sana crítica y por lo tanto, se declara no probada la excepción planteada de acuerdo con los argumentos previamente esbozados.

2.3. “EXCEPCIÓN GENÉRICA” 
Solicita al Despacho sean decretadas de oficio aquellas que se establezcan dentro del proceso, no obstante no se advierten causales exceptivas que tengan prosperidad para ser declaradas de oficio, razón por la cual se se declarará no probada.
3.
DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO EN EL CASO CONCRETO.
3.1. El daño. 

La existencia del daño antijurídico es el primer elemento que debe acreditarse para que pueda predicarse la responsabilidad.
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 90 superior al que antes se hizo referencia, el Estado debe responder por todo daño antijurídico que le sea imputable, causado por la acción u omisión de las autoridades públicas, de manera que lo exigido en la norma no es solo la existencia de un daño, entendido éste como un menoscabo, afectación o lesión de un bien, sino que además se requiere que éste sea antijurídico, es decir, aquel que no se tiene la obligación de padecer y que es contrario a derecho, que vulnera el ordenamiento jurídico y con ello lesiona los bienes e intereses jurídicamente protegidos.

Sobre el daño antijurídico ha dicho la Corte Constitucional en sentencia C-333 del día 01 de agosto de 1996
:

“El daño antijurídico no tiene una definición constitucional expresa, por lo cual es un concepto constitucional parcialmente indeterminado, cuyos alcances pueden ser desarrollados, dentro de ciertos límites, por el Legislador. Sin embargo una interpretación sistemática de la Carta y de los antecedentes de la norma permiten determinar los elementos centrales de este concepto.

 

La doctrina española ha definido entonces el daño antijurídico no como aquel que es producto de una actividad ilícita del Estado sino como el perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. 

Esta concepción de daño antijurídico ha sido admitida por la jurisprudencia del Consejo de Estado en nuestro país. Así, en múltiples oportunidades ese tribunal ha definido el daño antijurídico como "la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar", por lo cual "se ha desplazado la antijuricidad de la causa del daño al daño mismo". Por consiguiente, concluye esa Corporación, "el daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva".

 

Desde el punto de vista sistemático, la Corte considera que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación del Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho (CP art. 1º), pues al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los particulares frente a la actividad de la administración. Así, la responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización”.

(…)

Por ende, la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, por lo cual éste se reputa indemnizable. Esto significa obviamente que no todo perjuicio debe ser reparado porque puede no ser antijurídico, y para saberlo será suficiente acudir a los elementos del propio daño, que puede contener causales de justificación que hacen que la persona tenga que soportarlo”.
 

Para que el daño antijurídico pueda ser indemnizado debe ser cierto y estar plenamente acreditado, carga procesal que le incumbe a la parte demandante, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 167 del Código General del Proceso.
En el presente asunto el Despacho estudia si de conformidad con el acervo probatorio que reposa en el plenario, se evidencia que los perjuicios sufridos en la humanidad de ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, son responsabilidad del Estado como consecuencia de las lesiones originadas en las instalaciones C.A.I Santa Marta de la Localidad de Usme de la ciudad de Bogotá y desplegada por la Policía Nacional a través de sus agentes.
A folio 241 del cuaderno de pruebas No.2 reposa el informe técnico médico legal de lesiones no fatales No. 2012C-01010312140 del 21 de abril de 2012 correspondiente al joven Andrés Eduardo Villalobos García de donde se extrae:
“ANAMNESIS: Refiere que ayer de 8 a 11 de la noche fue agredido y torturado por agentes de la policía en el C.A.I de Santamaría. Refiere además agresión psicológica con amenaza de muerte. 
(…)
PRESENTA. “Eritema en la circunferencia de ambas muñecas. Equimosis severa en cara externa de ambos muslos con patrón tubular. Excoriaciones en región clavicular izquierda. Dolor a la movilización pasiva de ambos hombros (lo asocia al hecho de que lo mantuvieron colgado por varias horas). Equimosis moderada en cara externa de bazo izquierdo de forma tubular. Equimosis y edema en dorso de ambas manos. Equimosis en region escapular izquierda. Excoriación y equimosis en cara anterior de pierna derecha. Edema moderado y equimosis en toda la superficie de la pierna izquierda. Excoriación en hombro derecho. Edema en region temporo frontal bilateral. Equimosis y edema en reborde orbitario derecho. Excoriaciones y edema en ambos codos. CONCLUSIÓN: MECANISMO CAUSAL: Contundente. Incapacidad médico legal. DEFINITIVA. VEINTICINCO (25) DÍAS. SIN SECUELAS MEDICO LEGALES.”

De acuerdo con los hechos narrados en el libelo introductorio en el acápite denominado “CIRCUNSTANCIAS EN LA QUE PRODUJO EL DAÑO”
 , se tiene como fecha de los hechos el día 20 de abril de 2012, lo cual concuerda con la fecha de los hechos destacados en el informe de medicina legal previamente referido.
En los folios 130 a 240 del cuaderno No. 2 de pruebas y en los folios 334 a 437 del cuaderno de pruebas “Investigación Penal No. 1074(…)”, obra copia del fallo de primera instancia del proceso No. RESBO-2012-21 del día 25 de julio de 2013 proferido por la INSPECCIÓN DELEGADA ESPECIAL MEBOG de la Inspección General de la Policía Nacional de Colombia de éstos últimos traídos al presente proceso como prueba trasladada en los términos de la norma, siendo pruebas que cumplen con los requisitos prescritos y que pueden ser valoradas sin más formalidades. De la documental referida se extrae
:
“1.3 LAS RAZONES DE LA SANCIÓN:

Para iniciar diremos que el artículo 23 del Código Disciplinario Único de 2002, prescribe que constituye falta disciplinaria y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamiento que conlleve incumplimiento de deberes, sin estar amparado por alguna causal de exclusión de responsabilidad disciplinaria, como en efecto aconteció con el señor Subteniente NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO a quien se le probó la comisión de dos faltas disciplinarias.

En ese orden de ideas, debe decirse que está plenamente demostrado que el procesado faltó a sus deberes constitucionales de protección a los residentes en Colombia, incurriendo en dos conductas dentro de los mismo hechos.

(…)

2.4 LAS RAZONES DE LA SANCIÓN:

Para iniciar diremos que el artículo 23 del Código Disciplinario Único de 2002, prescribe que constituye falta disciplinaria y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamiento que conlleve incumplimiento de deberes, sin estar amparado por alguna causal de exclusión de responsabilidad disciplinaria, como en efecto aconteció con la señora Agente LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ a quien se le probó la comisión de tres faltas disciplinarias.

En ese orden de ideas, debe decirse que está plenamente demostrado que la procesada faltó a sus deberes participando activamente en las irregularidades perpetradas en contra del señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA.

(…)

RESUELVE

PRIMERO: Responsabilizar disciplinariamente al señor Subteniente NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO, identificado con cédula de ciudadanía No.1.016.007.353 de Bogotá, por infringir la ley 1015 de 2006 artículo 34 numerales 18 y 9 de la Ley 1015 de 2006 a título de DOLO, en consecuencia imponer como sanción el correctivo disciplinario de DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL PARA EJERCER CARGOS PÚBLICOS POR EL TERMINO DE CATORCE (14) AÑOS,  de conformidad con lo establecido en la parte motiva del presente fallo.

SEGUNDO: Responsabilizar disciplinariamente a la señora Agente LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ, identificada con cédula de ciudadanía No.51.920.972 de Bogotá, por infringir la ley 1015 de 2006 artículo 34 numerales 9 y 30 y artíuclo 35 numeral 2 de la Ley 1015 de 2006 a título de DOLO, en consecuencia imponer como sanción el correctivo disciplinario de DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL PARA EJERCER CARGOS PÚBLICOS POR EL TERMINO DE CATORCE (14) AÑOS,  de conformidad con lo establecido en la parte motiva del presente fallo.”
Así mismo a folios 768 a 775 del cuaderno de pruebas “Investigación Penal No. 1074(…)”, obra copia de la decisión proferida por el Juzgado 143 de Instrucción Penal Militar donde se resolvió cesar la acción penal adelantada en contra de los policiales NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO y LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ, documental de la cual se cita:
“RESUELVE:

PRIMERO: CESAR la acción penal en contra de los señores señor TE. ® NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO, PT. ANGI VELANDIA DURANGO, PT. ALGFONSO JAIME BLANCO, PT. OMAR LOPEZ CRUZ y AG ® LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ, a quienes se les imputa la presunta comisión del delito de Lesiones Personales, según lo sustentado en la parte motiva de este Interlocutorio.”
De acuerdo con ello, las piezas procesales correspondientes a la investigación penal adelantada por los hechos son valoradas, remitidas a esta actuación por requerimiento de esta instancia
. Con ello se colige la garantía del derecho de contradicción de la parte en contra de la cual se aducen
. 

3.2. Imputabilidad del daño. 
Establecida la existencia de un daño antijurídico, cierto e indemnizable, sufrido por los demandantes, que constituye el primero de los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado, es preciso verificar la imputación de ese daño al Estado. 
En cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar como ocurrieron los hechos, los cuales dieron lugar a las lesiones presentadas por el demandante y víctima ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA puede acreditarse que efectivamente éste se encontraba bajo la custodia del TE. ® NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO de acuerdo con la diligencia de indagatoria rendida el día 28 de octubre de 2014 ante el Juzgado 143 de Instrucción Penal Militar en diligencia de indagatoria y donde fue vinculado formalmente en la investigación adelantada por el delito de lesiones personales por los hechos ocurridos el día 20 de abril de 2012. De lo anterior se cita
:
 “PREGUNTADO: En que vehículo fue trasladado el joven al C.A.I, y que uniformados se desplazaban en el mismo. CONTESTO: en la patrulla 170792 conducida por el patrullero CASTRO RUBIO CESAR y el suscrito, y nos desplazamos los dos, el joven iba en la parta de la jaula con los otros contraventores, que fue cuando solicite apoyo a las patrullas para que llegaran al C.A.I y me ayudaran a bajarlos porque estaban incontrolables. PREGUNTADO: Que policiales llegaron al C.A.I Santa Marta a ayudar con el ingreso al C.A.I de los retenidos. CONTESTO: Las patrullas del cuadrante de Santa Marta, Aurora y Yomasa, no recuerdo cuales. PREGUNTADO: Quien ingreso al joven al interior del C.A.I y en qué lugar fue dejado. CONTESTO: El joven fue ingresado por mí, se le quitaron las esposas, y de ahí se dejó dentro del C.A.I, en la parte del patio que tiene el C.A.I. PREGUNTADO: Cuanto tiempo permaneció usted con el joven una vez se encontraba en el interior del C.A.I, de cinco a siete minutos por mucho, los otros policías estaban en fila con los otros jóvenes para el registro. PREGUNTADO: Cuando usted salió del C.A.I en qué lugar quedo el joven ANDRÉS VILLALOBOS. CONTESTO: En el patio con los otros contraventores.” <<SIC>>
De todo lo anterior se encuentra acreditado que el señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, estaba bajo la custodia de la Policía Nacional en razón de su detención transitoria y que sus agentes en servicio, con uniformes y portando sus armas de dotación oficial, asumieron y desplegaron un comportamiento que no correspondía al cumplimiento de sus deberes, encontrándose en ejercicio de actuaciones propias de sus actividades pero bajo acciones exorbitantes que dieron cuenta del abuso de poder, pues las pruebas dan cuenta que el día 20 de abril de 2014 los uniformados procesados penalmente y destituidos de la institución castrense por causa y razón de las acciones surgidas en contra de la humanidad del señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA no cumplieron con el deber de cuidado y violentaron el código de conducta policial. De ello dan cuenta las versiones de los testigos y la prueba documental que reposa en la actuación, no siendo imputable al Estado, aquellos daños causados por fuerza mayor o por el hecho exclusivo de un tercero o de la víctima, eventos cuya demostración corresponde a la parte demandada.
De otra parte, en cuanto a la responsabilidad de carácter penal, la sentencia correspondiente permite establecer circunstancias fácticas relevantes para resolver el asunto, no obstante la misma no influye en el análisis de la responsabilidad administrativa del Estado, en la medida en que se está juzgando la responsabilidad institucional de la entidad pública demandada, es decir, si la conducta endilgada a los agentes se relaciona con el servicio, con independencia de las connotaciones personales de la misma, así no se establezca la responsabilidad personal del funcionario, de eso no se sigue que el daño antijurídico, no tenga que ser reparado, e igualmente, podrá el juez administrativo declarar responsable al Estado a pesar de la absolución penal del agente.

3.3. Nexo Causal. 
En el sub judice se encuentra acreditada la calidad de los expoliciales Subintentendente NELSON FRANCISCO ZAMBRANO PINTO y la Agente LEIDY ESPERANZA ZAMBRANO PÁEZ, quienes fueron destituidos de la Policía Nacional de acuerdo con el fallo de primera instancia del proceso No. RESBO-2012-21 del día 25 de julio de 2013 proferido por la INSPECCIÓN DELEGADA ESPECIAL MEBOG de la Inspección General de la Policía Nacional de Colombia.
Además para la época de ocurrencia de los hechos, y por lo tanto, para el 20 de abril de 2012 ostentaban la calidad de funcionarios activos de la Policía Nacional y bajo su custodia estuvo el señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA tal y como fuere demostrado plenamente en la presente actuación, y en consecuencia, el Estado en principio es responsable por los daños que ocurran en la humanidad de un ciudadano que se encuentre bajo su resguardo y cuidado.
3.4. Perjuicios demostrados y monto de la indemnización. 
3.4.1. Perjuicios Morales.

En relación con los daños causados por la lesión de una persona, resulta necesario precisar que con la simple acreditación de la relación de parentesco mediante los respectivos registros civiles de nacimiento, se presume que los parientes cercanos de la víctima han sufrido un perjuicio de orden moral; en efecto, la simple acreditación de tal circunstancia, para los eventos de perjuicios morales reclamados por abuelos, padres, hijos, hermanos y nietos, cuando alguno de estos hubiere fallecido o sufrido una lesión, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta Política
 y de las máximas de la experiencia, permite inferir que el peticionario ha sufrido el perjuicio por cuya reparación demanda. 

La tasación de este perjuicio, de carácter extrapatrimonial, dada su especial naturaleza, no puede ser sino compensatoria, por lo cual, corresponde al juzgador, quien con fundamento en su prudente juicio debe establecer, en la situación concreta el valor que corresponda para lo cual debe tener en cuenta la naturaleza y gravedad de la aflicción y sus secuelas, de conformidad con lo que se encuentre demostrado en el proceso.

En relación con el perjuicio moral ha reiterado el Consejo de Estado que la indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico tiene una función básicamente satisfactoria y no reparatoria del daño causado y que los medios de prueba que para el efecto se alleguen al proceso pueden demostrar su existencia pero no una medida patrimonial exacta frente al dolor, por lo tanto, corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta la gravedad del daño causado al demandante. 
Desde esa perspectiva, la magnitud del dolor debía apreciarse por sus manifestaciones externas y por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba. Así sostuvo el Consejo de Estado respecto de los perjuicios morales el pretiumdoloris, que estos se determinaban conforme al prudente arbitrio de los jueces, y que si bien esa Corporación había erigido pautas para facilitar la difícil tarea de determinar el perjuicio moral, aquéllas no eran obligatorias.
No obstante, en sentencia del 28 de agosto de 2014, expediente                  No. 31172, Consejera Ponente Dra. Olga Mélida Valle de La Hoz, la Sección Tercera del Consejo de Estado, con el propósito de estandarizar la indemnización de perjuicios morales en casos de lesiones, unificó su jurisprudencia, estableciendo una tabla escalonada en la que se disponen varios niveles indemnizatorios presuntivos, de acuerdo con la gravedad de la lesión, y la proximidad afectiva de los terceros con la víctima directa, determinada inicialmente por el grado de consanguinidad -o civil-, hasta llegar a los no familiares. Explica la sentencia: 

“Procede la Sala Plena de la Sección Tercera a unificar su jurisprudencia en torno a los perjuicios morales a reconocer a la víctima directa y sus familiares en caso de lesiones personales. La reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su fundamento en el dolor o padecimiento que se causa a la víctima directa, familiares y demás personas allegadas. Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en los eventos de lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada por la víctima. Su manejo se ha dividido en seis (6) rangos:
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Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, la que determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. Para las víctimas indirectas se asignará un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que éstas se hallen respecto del lesionado, conforme al cuadro. La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso.”
De manera que, a partir de esta providencia, cuya observancia se impone en tanto precedente vertical de unificación, la tasación de la indemnización de perjuicios morales en casos de lesiones, atenderá la tabla escalonada por niveles que en ella se establece, destacándose que, en todo caso, a menos que exista prueba técnica que dé cuenta de la pérdida de capacidad laboral en términos porcentuales, en la determinación de la levedad o gravedad de la lesión persistirá el arbitrio judicial, correspondiendo al juez ubicar la lesión en uno u otro nivel de acuerdo a la gravedad de la misma según los medios de prueba de que disponga, al decir de la providencia que “La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y motivarán de conformidad con lo probado en el proceso.”

Por ello, las reglas del común acontecer, y la práctica científica han determinado de manera general, que cuando se está ante un atentado contra la integridad física o psíquica de un ser querido, se siente aflicción. 

Así las cosas, como la entidad demandada no desvirtuó la presunción de aflicción ocasionada al demandante por la lesión sufrida, el despacho da por probado el daño moral con fundamento en la presunción judicial, que constituye un criterio de valoración; en el derecho americano a dichas presunciones judiciales se les llama “inferencias”; la presunción es un razonamiento que está basado enteramente en la lógica y la experiencia, por ello no se puede confundir con el indicio ya que este es un hecho. 

En ese orden, se tiene conforme se desprende del Informe Técnico Médico Legal de lesiones no fatales, practicado al joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA el día 21 de abril de 2012, que gracias a la afección o lesión sufrida en los hechos del 20 de abril de 2012, presenta una “Eritema en la circunferencia de ambas muñecas. Equimosis severa en cara externa de ambos muslos con patrón tubular. Excoriaciones en región clavicular izquierda. Dolor a la movilización pasiva de ambos hombros (lo asocia al hecho de que lo mantuvieron colgados por varias horas). Equimosis moderada en cara externa de bazo izquierdo de forma tubular. Equimosis y edema en dorso de ambas manos. Equimosis en regios escapular izquierda. Excoriación y equimosis en cara anterior de pierna derecha. Edema moderado y equimosis en toda la superficie de la pierna izquierda. Excoriación en hombro derecho. Edema en regio temporo frontal bilateral. Equimosis y edema en reborde orbitario derecho. Excoriaciones y edema en ambos codos.” (ver folio 241 cuaderno de pruebas No. 2), lo que nos lleva según las reglas de la experiencia, a determinar que las lesiones sufridas física o psicológicamente, más cuando estamos frente a una persona de 20 años de edad para la época de los hechos, es decir, una persona joven, es bien sabido que genera aflicciones en el plano psíquico interno del individuo, además que cualquier lesión e incapacidad genera  o se ve reflejado en los dolores o padecimientos. 
Destaca el Despacho, que el presente caso reviste un carácter especial al tratar el tema desplazamiento forzado 
como causa del conflicto armado interno, teniendo en cuenta en el plenario fue demostrado que los demandante pertenecen a este sector poblacional de acuerdo con la certificación de julio de 2012 expedida por la Directora General de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas visible a folio 282 del cuaderno No. 2 de pruebas.
Es así como la jurisprudencia del Consejo de Estado en consonancia con aquella proveniente de la Corte ha armonizado y destacado el tema de protección constitucional de quienes ostentan esta calidad en los siguientes términos:

“Se destaca, que en el caso bajo estudio, la vulneración de derechos fundamentales que se predica de una persona víctima del desplazamiento forzado quien es sujeto de especial protección constitucional, por su condición de vulnerabilidad e indefensión, la  jurisprudencia constitucional ha resaltado que éstos tienen, en términos generales, un derecho a recibir en forma urgente un trato preferente por parte del Estado por la violación masiva de sus derechos, esto es, una pronta respuesta a sus solicitudes para satisfacer sus necesidades.

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-919 de 2006, dispuso:  
“3. El derecho de las personas desplazadas por la violencia a una vivienda digna. Respeto por el orden de elegibilidad en la asignación de subsidios y condiciones para dar especial prioridad a determinadas solicitudes.
3.1. La jurisprudencia de esta Corporación ha establecido con toda claridad que las personas que son víctimas del desplazamiento forzado adquieren, por sus condiciones de especial vulnerabilidad y por la violación masiva de sus derechos constitucionales, el estatus de sujetos de especial protección constitucional, el cual impone a las autoridades competentes el deber perentorio de atender sus necesidades con un especial grado de diligencia y celeridad. Así, en la sentencia T-025 de 2004, en la cual la Corte declaró la existencia de un estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento interno en el país, se explicó que la crisis generada por el desplazamiento interno ha sido calificada por esta Corporación, en distintas oportunidades, como “(a) ‘un problema de humanidad que debe ser afrontado solidariamente por todas las personas, principiando, como es lógico, por los funcionarios del Estado; (b) ‘un verdadero estado de emergencia social’, ‘una tragedia nacional, que afecta los destinos de innumerables colombianos y que marcará el futuro del país durante las próximas décadas’ y ‘un serio peligro para la sociedad política colombiana’[2]; y, más recientemente, (c) un ‘estado de cosas inconstitucional’ que ‘contraría la racionalidad implícita en el constitucionalismo’,  al causar una ‘evidente tensión entre la pretensión de organización política y la prolífica declaración de valores, principios y derechos contenidas en el Texto Fundamental y la diaria y trágica constatación de la exclusión de ese acuerdo de millones de colombianos”. En la misma sentencia se explicaron así las razones por las cuales las víctimas del desplazamiento interno se encuentran en una situación de particular vulnerabilidad que les confiere el carácter de sujetos de especial protección constitucional:
“También ha resaltado esta Corporación que, por las circunstancias que rodean el desplazamiento interno, las personas –en su mayor parte mujeres cabeza de familia, niños y personas de la tercera edad ‑ que se ven obligadas ‘a abandonar intempestivamente su lugar de residencia y sus actividades económicas habituales, debiendo migrar a otro lugar dentro de las fronteras del territorio nacional” para huir de la violencia generada por el conflicto armado interno y por el desconocimiento sistemático de los derechos humanos o del derecho internacional humanitario, quedan expuestas a un nivel mucho mayor de vulnerabilidad, que implica una violación grave, masiva y sistemática de sus derechos fundamentales y, por lo mismo, amerita el otorgamiento de una especial atención por las autoridades: ‘Las personas desplazadas por la violencia se encuentran en un estado de debilidad que los hace merecedores de un tratamiento especial por parte del Estado. En ese mismo orden de ideas, ha indicado la Corte ‘la necesidad de inclinar la agenda política del Estado a la solución del desplazamiento interno y el deber de darle prioridad sobre muchos otros tópicos de la agenda pública’[9], dada la incidencia determinante que, por sus dimensiones y sus consecuencias psicológicas, políticas y socioeconómicas, ejercerá este fenómeno sobre la vida nacional. (…) En razón de esta multiplicidad de derechos constitucionales afectados por el desplazamiento, y atendiendo a las aludidas circunstancias de especial debilidad, vulnerabilidad e indefensión en la que se encuentran los desplazados, la jurisprudencia constitucional ha resaltado que éstos tienen, en términos generales, un derecho a recibir en forma urgente un trato preferente por parte del Estado, en aplicación del mandato consagrado en el artículo 13 Superior: ‘el grupo social de los desplazados, por su condición de indefensión merece la aplicación de las medidas a favor de los marginados y los débiles, de acuerdo con  el artículo 13 de la Constitución Política, incisos 2° y 3° que permiten  la igualdad como diferenciación, o sea la diferencia entre distintos.’. Este punto fue reafirmado en la sentencia T-602 de 2003, en la cual se dijo que ‘si bien el legislador y las entidades gubernamentales deben tratar de igual modo a todas las personas, pues así lo estipula el artículo 13 de la Constitución, las víctimas del fenómeno del desplazamiento forzado interno sí merecen atención diferencial’. Este derecho al trato preferente constituye, en términos de la Corte, el ‘punto de apoyo para proteger a quienes se hallan en situación de indefensión por el desplazamiento forzado interno’[11], y debe caracterizarse, ante todo, por la prontitud en la atención a las necesidades de estas personas, ya que ‘de otra manera se estaría permitiendo que la vulneración de derechos fundamentales se perpetuara, y en muchas situaciones, se agravara.”

Así, en el presente caso, se decretará la reparación de los perjuicios morales mediante la tasación en salarios mínimos mensuales vigentes, teniendo en cuenta que obran los respectivos registros civiles que dan cuenta de la relación de parentesco que los vincula al lesionado, de la siguiente manera: 
	DEMANDANTE
	PARENTESCO
	S.M.L.M.V

	ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA 
	LESIONADO
	45 S.M.L.M.V

	SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ
	MADRE
	30 S.M.L.M.V

	OSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ
	PADRE
	30 S.M.L.M.V

	WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA*
	HERMANO
	20 S.M.L.M.V

	ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANA
	20 S.M.L.M.V

	SANDRA VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANA
	20 S.M.L.M.V

	OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANO
	20 S.M.L.M.V

	NELLY VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANA
	20 S.M.L.M.V


*Ver folio 16 de la presente sentencia en relación con la mayoría de edad del demandante.
Reconocimiento que se hace teniendo en cuenta que obran los respectivos registros civiles que dan cuenta de la relación de parentesco que los vincula al lesionado. 
3.4.2. Perjuicios materiales.
3.4.2.1. Daño emergente.
Por concepto de perjuicios materiales, se tiene que se solicitó se le reconociera aquellos que se hubieren demostrado en el curso del proceso, por ello en la modalidad de daño emergente, se debe entender como aquel menoscabo o lesión que afecta los bienes de la víctima o de los perjudicados con los hechos imputados a la administración y que puede generarse tanto por la destrucción, deterioro, privación del uso y goce, etc., de bienes existentes en el patrimonio al momento del evento dañoso, como aquellos gastos que, en razón de ese evento, la víctima ha debido realizar.

Para el caso concreto se trata de situaciones que aunque se encuentran probadas a través de las facturas de venta vistas a folios 249 y 253 del cuaderno No. 2 de pruebas por valores de $4.050 pesos y $41.250 pesos respectivamente y que corresponden al día 21 de abril, esto es, el día siguiente a la ocurrencia de los hechos como resultado de la respectiva atención médica, resulta posible determinar que dichas sumas por concepto de gastos médicos en que incurrió el afectado, fueron asumidas por SOLSALUD ARS UPC por su afiliación a dicha E.P.S del régimen subsidiado, por lo que no habrá reconocimiento alguno por este concepto.

3.4.2.2. Lucro Cesante Consolidado.
Como fue la víctima directa ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA la persona que quedó incapacitada por el término de veinticinco (25) días es él quien tiene derecho a la indemnización. 

Por lo tanto en el sub judice no se evidencia prueba de la cual sea posible inferir los ingresos que percibía el joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y por consiguiente habrá lugar a reconocer indemnización a título de lucro cesante consolidado a favor de éste, teniendo en cuenta el valor del salario mínimo vigente a la fecha de esta providencia, por ser mayor al vigente a la fecha en que ocurrieron la lesiones y no estar demostrado que devengaba un ingreso distinto, precisando que la indemnización se debe cuantificar desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta la fecha de la presente providencia.

Para efectos de la liquidación del perjuicio corresponde al mínimo vigente a la fecha de esta sentencia, esto es, $689.455 (año 2016), incrementado, según la pauta jurisprudencial en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($172.363), equivalente a la suma de $861.819; guarismo que debe ser divido por 30 días del mes y luego multiplicado por 25 días correspondientes a término de incapacidad concedido por Medicina Legal
, razón por la cual el salario base de liquidación es de $718.182,5 (Rh). 
Dicha suma deberá ser actualizada, como ya se indicó, desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta la producción de la presente providencia, así:

Aplicando la fórmula se toma como I.P.C final el vigente a la fecha de este fallo el cual corresponde al mes de noviembre toda vez que aún no ha finalizado el mes de diciembre y como I.P.C inicial el vigente a la fecha de ocurrencia de los hechos, esto es el del mes de abril de 2012, de donde se tiene lo siguiente:
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Ra = 718.182,5  .  132,85 (noviembre 2016) 
                            110,92 (abril 2012)
Ra= $860.174,4061
3.4.2.3. Lucro Cesante Futuro.
En relación con el lucro cesante futuro, el Despacho considera que, en principio, habría lugar a su reconocimiento, no obstante, se advierte que, para que proceda el reconocimiento del lucro cesante futuro, no sólo es necesario que exista certeza del daño, sino que, además, sea posible establecer la gravedad de las lesiones, esto es, el porcentaje de pérdida de capacidad laboral o existencia de secuelas, y si éstas son de carácter permanente o transitorio.  

En el caso concreto, se encuentra plenamente acreditado que el señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA sufrió lesiones como causa de las agresiones impetradas en su humanidad. Sin embargo, de acuerdo con el informe rendido por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el Despacho determina que si bien fue concedido término de incapacidad por veinticinco (25) días, no hubo secuelas médico legales, y en estas condiciones, y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 167 del C.G.P., que derogó el anterior Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión del procedimiento contencioso administrativo según lo previsto en el artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, no se accederá el reconocimiento del lucro cesante futuro. 
3.4.3. Perjuicios a la vida en relación a favor del señor Andrés Eduardo Villalobos García.
Teniendo en cuenta que la indemnización por dicho perjuicio fue solicitada únicamente por el señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, el despacho estudiará, de acuerdo con las pruebas obrantes en el proceso, el reconocimiento y monto correspondientes. Al respecto resulta necesario precisar que mediante sentencia del 19 de julio de 2000 se reformuló el concepto por el de daño a la vida de relación, en la cual se precisó: 

“[E]l daño extrapatrimonial denominado en los fallos mencionados “daño a la vida de relación”, corresponde a un concepto mucho más comprensivo, por lo cual resulta ciertamente inadecuado el uso de la expresión perjuicio fisiológico, que, en realidad, no podría ser sinónima de aquélla, ni siquiera en los casos en que este daño extrapatrimonial –distinto del moral– es consecuencia de una lesión física o corporal. Por esta razón, debe la Sala desechar definitivamente su utilización. En efecto, el perjuicio aludido no consiste en la lesión en sí misma, sino en las consecuencias que, en razón de ella, se producen en la vida de relación de quien la sufre”
 (negrillas adicionales). 

Más adelante, según lo refleja la sentencia del Honorable Consejo de Estado proferida el 15 de agosto de 2007
, se abandonó la mencionada denominación y se refirió al perjuicio por la alteración grave de las condiciones de existencia, en los siguientes términos: 

“En esta oportunidad la Sala aprovecha para, en aras de precisión y rigor en la nomenclatura, dejar de lado el nomen que hasta ahora se ha venido utilizando -en ocasiones de manera inadecuada o excesiva- para acudir al concepto de daño por alteración grave de las condiciones de existencia, el cual ofrece mayor amplitud que el anterior y abarca no sólo la relación de la víctima con el mundo exterior, sino, de manera más general, esos cambios bruscos y relevantes a las condiciones de una persona en cuanto tal y como expresión de la libertad y el albedrío atributos esenciales a la dignidad humana principio fundante del Estado Social de Derecho colombiano y de su ordenamiento jurídico, según consagra el artículo 1° de la Constitución Política. 

En la citada sentencia del 19 de julio de 2000 se dijo, refiriéndose al daño a la vida de relación social que “[p]ara designar este tipo de perjuicio, ha acudido la jurisprudencia administrativa francesa a la expresión alteración de las condiciones de existencia, que, en principio y por lo expresado anteriormente, parecería más afortunada. No obstante, considera la Sala que su utilización puede ser equívoca, en la medida en que, en estricto sentido, cualquier perjuicio implica, en sí mismo, alteraciones en las condiciones de existencia de una persona, ya sea que éstas se ubiquen en su patrimonio económico o por fuera de él.” 

Resulta ahora pertinente recoger estos planteamientos para señalar que si bien es cierto que la expresión relativa a la alteración de las condiciones de existencia resulta ser más compresiva y adecuada, mal podría pensarse, desde la perspectiva de la responsabilidad del Estado, que todo perjuicio, de cualquier carácter y magnitud, comporte necesaria y automáticamente una alteración a las condiciones de existencia jurídicamente relevante. 

Sobre el particular la doctrina ha señalado, precisamente, que “para que se estructure en forma autónoma el perjuicio de alteración de las condiciones de existencia, se requerirá de una connotación calificada en la vida del sujeto, que en verdad modifique en modo superlativo sus condiciones habituales, en aspectos significativos de la normalidad que el individuo llevaba y que evidencien efectivamente un trastocamiento de los roles cotidianos, a efectos de que la alteración sea entitativa de un perjuicio autónomo, pues no cualquier modificación o incomodidad sin solución de continuidad podría llegar a configurar este perjuicio, se requiere que el mismo tenga significado, sentido y afectación en la vida de quien lo padece”
. 

Por su parte, en la doctrina francesa se ha considerado que los llamados troubles dans les conditions d’éxistence
 pueden entenderse como “una modificación anormal del curso de la existencia del demandante, en sus ocupaciones, en sus hábitos o en sus proyectos”
 o “las modificaciones aportadas al modo de vida de los demandantes por fuera del mismo daño material y del dolor moral”
.

El reconocimiento de indemnización por concepto del daño por alteración grave de las condiciones de existencia es un rubro del daño inmaterial -que resulta ser plenamente compatible con el reconocimiento del daño moral-, que, desde luego, debe acreditarse en el curso del proceso por quien lo alega y que no se produce por cualquier variación menor, natural o normal de las condiciones de existencia, sino que, por el contrario, solamente se verifica cuando se presenta una alteración anormal y, por supuesto, negativa de tales condiciones”. 

Tal como se analizó anteriormente, el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha considerado que cuando se trata de lesiones que producen alteraciones físicas que afectan la calidad de vida de las personas, éstas tienen derecho al reconocimiento de una indemnización adicional a la que se reconoce por el perjuicio moral; es decir, el reconocimiento de esta clase de perjuicios no debe limitarse a los casos de lesiones corporales que producen afectaciones orgánicas, sino que debe extenderse a todas las situaciones que alteran de manera grave las condiciones habituales o de existencia de las personas
. 

Dicho perjuicio, como los demás, puede acreditarse a través de cualquier medio probatorio e incluso puede darse por acreditado en consideración a las circunstancias particulares del caso, relacionadas con la naturaleza de la lesión física sufrida por la víctima, las secuelas que le hubiere dejado y la alteración de las condiciones en que se desarrollaba su vida cotidiana en lo social, en lo familiar, en lo laboral, en su ámbito placentero o de otra índole.

En relación con las agresiones que sufrió el joven ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, por los hechos ocurridos el 20 de abril de 2012, se valoran los interrogatorios de parte en el proceso, en los cuales se podría determinar si el lesionado se ha visto considerablemente afectado, de acuerdo con las lesiones que efectivamente acaecieron en su humanidad, no obstante no está efectivamente probado que las condiciones habituales de existencia de él hubieran sido modificadas considerablemente hacia el futuro.
En consecuencia, el Despacho no reconocerá dicho perjuicio, pues como se advierte, en el expediente no obra prueba que enseñe el grado de afección después de las lesiones mencionadas, que permita verificar si en su vida normal se presentó una alteración anormal y negativa de las condiciones de existencia, además de que no fueron dictaminadas secuelas después de la ocurrencia de los hechos, por lo anterior no se accederá el reconocimiento de perjuicios por daños a la vida en relación.
2.4.3. Perjuicios extrapatrimoniales.
En relación con los perjuicios por violacion a la protección de bienes constitucionales o convencionales los cuales se reconocen como perjuicio de carácter extrapatrimonial, el Honorable Consejo de Estado a través de unificación de jurisprudencia
 en materia de perjuicios inmateriales, ha señalado el reconocimiento de oficio o solicitud de parte, por la afectación o vulneración relevante de bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados. 

El reconocimiento de perjuicios extrapatrimoniales procede siempre y cuando, se encuentre acreditada dentro del proceso su concreción y se precise su reparación integral a través de medidas de reparación no pecuniarias a favor de la víctima directa y a su núcleo familiar más cercano, esto es, cónyuge o compañero(a) permanente y los parientes hasta el 1° grado de consanguinidad, en atención a las relaciones de solidaridad y afecto que se presumen entre ellos. 

Debe entenderse comprendida la relación familiar biológica, la civil derivada de la adopción y aquellas denominadas “de crianza” y en casos excepcionales, cuando las medidas de satisfacción no sean suficientes o posibles para consolidar la reparación integral, podrá otorgarse una indemnización única y exclusivamente a la víctima directa, mediante el establecimiento de una medida pecuniaria de hasta 100 S.M.L.M.V, si fuere el caso, siempre y cuando la indemnización no hubiere sido reconocido con fundamento en el daño a la salud. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la intensidad del daño. 

Acerca de los daños causados, resulta necesario precisar que con la simple acreditación de la relación de parentesco que se obtiene mediante la aportación al proceso de los respectivos registros civiles de nacimiento, resulta procedente -según lo ha indicado la jurisprudencia de la Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado- presumir que los parientes cercanos de una víctima han sufrido un perjuicio de orden moral. En efecto, la acreditación de tal circunstancia, para eventos de perjuicios morales reclamados por abuelos, padres, hijos, hermanos y nietos, cuando alguno de estos hubiere fallecido o sufrido una lesión, permita del contenido del artículo 42 de la Carta Política
 y de las máximas de la experiencia, que venga a ser posible inferir que los peticionarios han sufrido el perjuicio por cuya reparación demandan. 
Agréguese a lo anterior, que se tiene por entendido que la tasación de los perjuicios de carácter extrapatrimonial, dada su especial naturaleza, no puede tener un efecto sino compensatorio -pues en muchos casos resulta imposible volver a la situación anterior al daño-, razón por la cual corresponde al juzgador, con fundamento en su prudente juicio, establecer en la situación concreta, el valor que corresponda, para cuyo propósito debe tener en cuenta la naturaleza y gravedad de la aflicción y sus secuelas, todo ello de conformidad con lo que se encuentre demostrado en el proceso y lo que la experiencia humana indique.
Para el caso en concreto encuentra esta instancia que no es posible determinar la existencia de perjuicios de carácter extrapatrimonial toda vez que la falla en el servicio se vio determinada por el incumplimiento de los deberes de los policiales que intervinieron en la concreción de los hechos en donde resultó herido el señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA sin condena con responsabilidad penal, teniendo en cuenta que el Juzgado 143 de Instrucción Penal Militar por medio de decisión del 04 de febrero de 2016 decidió cesar la acción penal en contra de los señores TE. ® Nelson Zambrano Pinto y AG ® Leidy Esperanza Zambrano Pérez, entre otros.  Así las cosas no se accederá el reconocimiento de perjuicios extrapatrimoniales.
2.4.4. Costas. 

Respecto de las costas, el Despacho se abstendrá de condenar en costas a la parte demandada, de las cuales hacen parte las agencias en derecho, pues conforme a lo dispuesto en el numeral 8° del artículo 365 del Código General del Proceso, solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación y como quiera que los argumentos de la demandada fueron eminentemente jurídicos no se condenarán en costas.
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sesenta y Cuatro Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 
RESUELVE
PRIMERO: DECLARAR ADMINISTRATIVAMENTE RESPONSABLE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL por los perjuicios causados a los demandantes ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ, OSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ, WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA , ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA, SANDRA VILLALOBOS GARCÍA,  OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA y NELLY VILLALOBOS GARCÍA como consecuencia de las lesiones causadas al señor ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA, por los hechos ocurridos el día 20 de abril de 2012, conforme a las razones ventiladas en las consideraciones de la presente sentencia.

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL al pago de perjuicios MATERIALES en modalidad de lucro cesante consolidado la suma de $860.174,4061 pesos, a favor de ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA.

TERCERO: CONDENAR a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL al pago de perjuicios MORALES las siguientes sumas:

	DEMANDANTE
	PARENTESCO
	S.M.L.M.V

	ANDRÉS EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA 
	LESIONADO
	45 S.M.L.M.V

	SANDRA GARCÍA GONZÁLEZ
	MADRE
	30 S.M.L.M.V

	OSCAR EDUARDO VILLALOBOS CRUZ
	PADRE
	30 S.M.L.M.V

	WILDER EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANO
	20 S.M.L.M.V

	ANDREA CAROLINA VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANA
	20 S.M.L.M.V

	SANDRA VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANA
	20 S.M.L.M.V

	OSCAR EDUARDO VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANO
	20 S.M.L.M.V

	NELLY VILLALOBOS GARCÍA
	HERMANA
	20 S.M.L.M.V


CUARTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.
QUINTO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones planteadas por el apoderado de la parte demandada y denominadas “DE LA CARGA PÚBLICA”, “CARENCIA PROBATORIA” y “EXCEPCIÓN GENÉRICA”, de acuerdo con la parte motiva del presente fallo. 
SEXTO: DAR CUMPLIMIENTO a lo dispuesto en los artículos 192 y 195 de la Ley 1437 de 2011.

SÉPTIMO:
Una vez ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría y a costa de la parte actora, EXPEDIR copias auténticas del presente fallo con su respectiva constancia de ejecutoria, en la forma establecida en el artículo 114 del Código General del Proceso y cúmplase con las comunicaciones del caso.

OCTAVO: NO CONDENAR en costas y agencias en derecho de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

NOVENO:
Ejecutoriada esta providencia, ARCHIVAR el proceso, previa devolución de los remanentes consignados para gastos ordinarios del proceso.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

ALICIA ARÉVALO BOHÓRQUEZ
JUEZ
Ra = Rh
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� Centro de Atención Médica Inmediata.


� El Despacho advierte que aun cuando la parte demandante ha referido las fechas allí señaladas, las que corresponden de manera fehaciente a la fecha de expedición de las decisiones tomadas en el proceso disciplinario que se adelantó contra los señores Nelson Francisco Zambrano Pinto y Leidy Esperanza Zambrano Páez exfuncionarios de la Policía Nacional, el fallo de primera de instancia fue proferido el día 25 de julio de 2013 por la Inspección Delegada Especial MEBOG de la Inspección General de la Policía Nacional (fls. 334 a 437 Cuaderno Pruebas Proceso Disciplinario) y el fallo de segunda fue proferido el día 27 de junio de 2014 por el Grupo de Procesos Disciplinarios Segunda Instancia de la Inspección General de la Policía Nacional (fls. 438 a 469 Cuaderno Pruebas Proceso Disciplinario).
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� “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. El Estado y la sociedad garantizarán la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables”. 
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